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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 9 de junio de 1998. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria mañana miércoles 10, a la hora 16, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Continúa la discusión general del proyecto de 
ley por el que se modifica el literal C) del artícu- 
lo 8” de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990. (Impuesto a las Trasmisiones Patrimonia- 
les). 


(Carp. N* 825/97 - Rep. N* 644/98) 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


2?) Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Go- 
bierno de la República y el Gobierno de la Re- 
pública Checa. 


(Carp. N* 850/97 - Rep. N* 586/98) 


3%) Por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Portu- 
guesa sobre Promoción y Protección Recíproca 
de Inversiones. 


(Carp. N* 966/98 - Rep. N* 595/98) 


4) Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Go- 
bierno de la República y el Gobierno del Reino 
de Suecia sobre Promoción y Recíproca Protec- 
ción de las Inversiones. 


(Carp. N* 963/98 - Rep. N* 594/98) 


5%) Por el que se aprueba el Tratado de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la Re- 
pública y el Reino de España. 


(Carp. N* 798/92 - Rep. N* 636/98) 


6?) Por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos. 


(Carp. N* 644/97 - Rep. N* 637/98) 


7%) Por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre la República y la República Argentina. 


(Carp. N* 645/97 - Rep. N* 638/98) 


8”) Por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre la República y la República de Chile. 


(Carp. N* 646/97 - Rep. N* 639/98) 


9%) Por el que se aprueba la Convención Interameri- 
cana sobre Derecho Aplicable a los Contratos 
Internacionales. 


(Carp. N* 231/95 - Rep. N* 648/98) 


10) Por el que se designa con el nombre “Profesor 
Jorge Chebataroff” el Liceo N* 50 del departa- 
mento de Montevideo. 


(Carp. N* 1005/98 - Rep. N* 653/98) 


11) Proyecto de resolución elevado por la Comisión 
de Asuntos Administrativos relacionado con la 
solicitud de venia del Poder Ejecutivo para de- 
signar a la doctora Graciela Victoria González 
López como Fiscal Letrado Nacional de lo Civil 
de 12” Turno. 


(Carp. N* 1025/98 - Rep. N* 633/98) 
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12) Proyecto de resolución elevado por la Comisión 
de Defensa Nacional relacionado con la solici- 
tud de venia del Poder Ejecutivo para conferir 
ascenso al grado de Coronel del Ejército al Te- 
niente Coronel Lino R. Leites. 


(Carp. N* 1024/98 - Rep. N* 654/98) 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario.” 


Quena Carámbula 
Prosecretaria 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Bergstein, Brezzo, Cid, Couriel, Dalmás, Gandini, Garat, 
García Costa, Gargano, Heber, Hualde, Korzeniak, Mallo, 
Michelini, Millor, Pais, Pereyra, Ricaldoni, Sanabria, San- 
toro, Sarthou, Segovia, Storace y Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
doctor Hugo Batalla, y el señor Senador Ramos; y, sin aviso, 
los señores Senadores Astori, Batlle, Irurtia y Pozzolo. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 21 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1998. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería acusa 
recibo de la exposición escrita presentada por el señor 
Senador Luis Alberto Heber sobre la implementación 
de los servicios de alumbrado público en CAINSA, don- 
de existen viviendas de MEVIR en la ciudad de Paysan- 
dú. 

-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 


Luis Alberto Heber. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


Por el que se introducen modificaciones al Código 
del Proceso Penal. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


Y por el que se sustituye el artículo 6” del Decreto- 
Ley N* 10.331, de 29 de enero de 1943, referente a la 
integración del Consejo Honorario de la Caja de Jubila- 
ciones y Pensiones Bancarias. 
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-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social.” 


4) IMPUESTO A LAS TRASMISIONES PATRIMONIA- 
LES 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se modifica el literal C) del artícu- 
lo 8” de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 1990. (Impues- 
to a las Trasmisiones Patrimoniales) (Carp. N* 825/97 - Rep. 
N* 644/98).” 


(Antecedentes: ver 19* S.O.) 
- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se pasa a la discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Sustitúyese el literal C) del 
artículo 8” de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990, en la redacción dada por el artículo 450 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el siguiente: 


“C) La primera promesa de enajenación de inmue- 
bles a plazo o la primera enajenación de los bienes in- 
muebles que realicen las Cooperativas de Vivienda y 
Fondos Sociales, así como las adquisiciones para el de- 
sarrollo de sus programas a que refiere la Ley N* 13.728, 
de 17 de diciembre de 1968, en la redacción dada por 
el artículo 1% de la Ley N* 16.237, de 2 de enero de 
1992, y las sociedades civiles reguladas por el Decreto- 
Ley N* 14.804, de 14 de julio de 1978”.” 


-En consideración. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: no es para ex- 
presar una discrepancia con el espíritu de esta disposición, que 
me consta está claro. Sin embargo, personalmente quisiera de- 
jar sentado, como parte de la historia fidedigna de la sanción 
de esta ley, que todo este párrafo se refiere exclusivamente a 
contratos de las Cooperativas de Vivienda y Fondos Sociales. 
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Admito que gramaticalmente se le puede dar el sentido que 
estoy mencionando, pero como la redacción puede dar lugar a 
alguna duda, desearía dejar aclarado ese aspecto. Si la frase 
“La primera promesa de enajenación de inmuebles a plazo” 
también está referida a las Cooperativas de Vivienda y Fondos 
Sociales, no tendría ningún inconveniente en votar este artícu- 
lo. Creo que así puede entenderse en virtud de que después de 
la expresión “inmuebles a plazo” no hay una coma. Por lo 
tanto, quisiera que se me proporcionara alguna respuesta por 
parte de los redactores de la disposición o del Miembro Infor- 
mante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Señor Presidente: antes que nada, 
me parece que el sentido literal de la disposición es claro, pero 
en este tipo de asuntos alcanza con que alguien introduzca un 
matiz de duda para que lo que parece claro pueda dejar de 
serlo. 


En cuanto al sentido de esta disposición, compartimos ple- 
namente la inquietud planteada por el señor Senador Korze- 
niak. Creo que el inconveniente se podría obviar con una pe- 
queña variante gramatical, pero no introduciendo una coma. 
Pienso que el texto podría quedar de la siguiente manera: “La 
primera promesa de enajenación de inmuebles a plazo que 
realicen las Cooperativas de Vivienda y Fondos Sociales, así 
como su enajenación o las adquisiciones...” 


Solicito a la Mesa que conceda el uso de la palabra a algún 
otro señor Senador que quiera expresar su opinión mientras 
intentamos algún texto sustitutivo más preciso ya que los obs- 
táculos de redacción no son insalvables. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: creo que existe 
una eventual duda con respecto a este texto. Me parece que 
luego de la frase “La primera promesa de enajenación de in- 
muebles o plazo a la primera enajenación de los bienes inmue- 
bles” podría colocarse una coma, de modo que quede claro 
que estas dos figuras -la promesa y la enajenación- se refieren 
solamente a los casos en que son realizadas por las Cooperati- 
vas de Vivienda y Fondos Sociales. Por supuesto que quedaría 
más claro si se modificara la redacción en la forma en que se 
planteó; pero de todas maneras agregando esa coma creo que 
se estaría indicando que estos dos actos jurídicos son realiza- 
dos por las Cooperativas de Vivienda y Fondos Sociales. Se- 
gún entendí, el riesgo que planteaba el señor Senador Korze- 
niak es que se entendiera que en primer término se estaba 
aludiendo a cualquier promesa de enajenación de inmuebles a 
plazo, o sea que no fueran de las favorecidas por tratarse de 
Cooperativas de Vivienda y Fondos Sociales. Entonces, reite- 
ro, me parece que se podría lograr el objetivo que planteaba el 
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señor Senador Bergstein agregando una coma, tal como lo 
sugerí. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Señor Presidente: si los señores 
Senadores del Cuerpo están de acuerdo, la redacción podría 
quedar de la siguiente manera: “La primera promesa de enaje- 
nación de inmuebles a plazo así como la primera enajenación 
de los bienes inmuebles que realicen las Cooperativas de Vi- 
vienda y Fondos Sociales, y las adquisiciones para el desarro- 
llo de sus programas a que refiere la Ley N* 13.728”, etcétera. 
Entonces, en lugar de la disyunción “o”, diría “así como”, y 
sustituimos la expresión “así como” del texto actual, por la 


E? 


conjunción “y”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En esa redacción se introduce la 
coma que señalaba el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Exactamente; ésta iría después de 
“Fondo Sociales.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al señor Sena- 
dor Bergstein que dé lectura al texto que propone, incluyendo 
la puntuación. 


Tiene la palabra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - El texto quedaría redactado de la 
siguiente manera: “C) La primera promesa de enajenación de 
inmuebles a plazo así como la primera enajenación de los 
bienes inmuebles, que realicen las Cooperativas de Vivienda y 
Fondos Sociales, y las adquisiciones...” y luego la redacción 
sigue tal cual estaba en el artículo original. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo con la modificación propuesta por el 
señor Miembro Informante. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO UNICO. - Sustitúyese el literal C) del 
artículo 8” de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990, en la redacción dada por el artículo 450 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el siguiente: 


“C) La primera promesa de enajenación de inmue- 
bles a plazo así como la primera enajenación de los bie- 
nes inmuebles, que realicen las Cooperativas de Vivien- 
da y Fondos Sociales, y las adquisiciones para el desa- 
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rrollo de sus programas a que refiere la Ley N* 13.728, 
de 17 de diciembre de 1968, en la redacción dada por 
el artículo 1? de la Ley N* 16.237, de 2 de enero de 
1992, y las sociedades civiles reguladas por el Decre- 
to-Ley N* 14.804, de 14 de julio de 1978”.” 


5) NUMERALES SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, 
QUINTO, SEXTO, SEPTIMO Y OCTAVO. Posterga- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería pasar a conside- 
rar el segundo punto del orden del día. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Formulo moción en el sentido de 
que los puntos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo 
y octavo se posterguen hasta la sesión del próximo martes. 


Asimismo, propongo que el Senado pase a tratar los puntos 
que figuran en noveno y décimo lugar del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 


6) CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DERE- 
CHO APLICABLE A LOS CONTRATOS INTERNA- 
CIONALES, SUSCRITA POR LA REPUBLICA EN 
LA QUINTA CONFERENCIA ESPECIALIZADA IN- 
TERAMERICANA SOBRE DERECHO INTERNA- 
CIONAL PRIVADO (CIDIP V) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en noveno término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba la Convención Interamericana so- 
bre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales. (Carp. 
N?* 231/95 - Rep. N* 648/98)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 231/95 
Rep. N' 648/98 
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Comisión de Asuntos Internacionales 


PROYECTO DE LEY 
Artículo Unico. - Apruébase la Convención Intera- 


mericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos In- 
ternacionales suscrita por la República durante la Quin- 


CAMARA DE SENADORES 


ta Conferencia Especializada Interamericana sobre De- 
recho Internacional Privado (CIDIP V), que tuvo lugar 
en ciudad de México el día 17 de marzo de 1994. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Gonzalo 
Fernández, Carlos M. Garat, Rafael Micheli- 
ni, Carlos Julio Pereyra, Américo Ricaldoni. 
Senadores. 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales, aconseja 
la aprobación del adjunto proyecto de ley enviado por 
el Poder Ejecutivo, respecto de la Convención suscrita 
por la República, durante la Quinta Conferencia Espe- 
cializada Interamericana sobre Derecho Internacional 
Privado (CIDIP V), que tuvo lugar en Ciudad de Méxi- 
co el día 17 de marzo de 1994, relativa al Derecho 
Aplicable a los Contratos Internacionales. 


1. La Conferencia fue convocada por la Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos me- 
diante Resolución 1024 de 18 de noviembre de 1989. 


2. La República estuvo representada por una dele- 
gación técnica integrada por profesores de Derecho In- 
ternacional Privado, presidida por el Dr. Didier Opertti, 
Profesor Titular de la materia. 


3. El temario a tratar fue el siguiente: 
A) Ley aplicable a la Contratación internacional; 


B) Aspectos Civiles y Penales del Tráfico de Meno- 
res; 


C) Aspectos Jurídicos de Derecho Internacional Pri- 
vado concernientes a los Contratos de Transfe- 
rencia de Tecnología. 


4, El Comité Jurídico Interamericano había elabora- 
do proyectos sobre las mencionadas Convenciones, los 
cuales, previamente, fueron examinados en varias Re- 
uniones de Expertos. 


5. En lo que dice relación con la materia contrac- 
tual, se tuvieron en cuenta, entre otros, la Convención 
de Viena sobre contratos de compraventa de mercade- 
rías, suscrita en 1980, la Convención de La Haya sobre 
Ley Aplicable a los Contratos de Mercaderías en el 
campo de la Compraventa Internacional, etc. 


6. La Convención Interamericana sobre Derecho 
Aplicable a los Contratos Internacionales, regula la 


C.S.-313 


314-C.S. 


materia contractual internacional de acuerdo a las mo- 
dernas tendencias. Las innovaciones que introduce pre- 
sentan indudable interés práctico en el campo de los 
negocios internacionales, en especial en lo atinente a la 
autonomía de la voluntad y a la previsión de las normas 
de aplicación inmediata. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Gonzalo 
Fernández, Carlos M. Garat, Rafael Micheli- 
ni, Carlos Julio Pereyra, Américo Ricaldoni. 
Senadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 23 de mayo de 19953. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, inciso 20, 
de la Constitución de la República, a efectos de some- 
ter a su consideración, para la correspondiente aproba- 
ción legislativa, las Convenciones suscritas por la Repú- 
blica en la Quinta Conferencia Especializada Interameri- 
cana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP V), 
que tuvo lugar en la ciudad de México, del 14 al 18 de 
marzo de 1994. 


La Conferencia fue convocada por la Asamblea Ge- 
neral de la Organización de los Estados Americanos 
mediante Resolución AG/RES. 1024 (XIX-0/89), apro- 
bada el 18 de noviembre de 1989. 


Uruguay estuvo representado por una delegación téc- 
nica integrada por profesores de Derecho Internacional 
Privado, presidida por el Dr. Didier Opertti, catedrático 
titular de dicha materia. 


Se fijó el siguiente temario en la primera sesión 
plenaria, con el mismo contenido dado por el Consejo 
Permanente, en cumplimiento del mandato de la Asam- 
blea General (Resolución CP/Res. 588 (911/92, de 24 
de julio de 1992): 


1. Ley aplicable a la Contratación internacional; 

2. Aspectos Civiles y Penales del Tráfico de Menores; 

3. Aspectos Jurídicos de Derecho Internacional Pri- 
vado Concernientes a los Contratos de Transfe- 


rencia de Tecnología; 


4. Otros Asuntos. 
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En la misma sesión plenaria, la Conferencia resol- 
vió incluir, a propuesta de la delegación uruguaya, el 
tema “Responsabilidad Civil Internacional por Conta- 
minación Fronteriza” dentro del punto Otros Asuntos, 
con el fin de llevar a cabo un intercambio general de 
ideas y comenzar así los trabajos con miras a una regu- 
lación regional. 


Asistieron diecinueve delegaciones de los Estados 
miembros de la OEA, representando a Argentina, Boli- 
via, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
Salvador, Estados Unidos de América, Honduras, Méxi- 
co, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Do- 
minicana, Uruguay y Venezuela. 


También lo hicieron observadores de organizacio- 
nes intergubernamentales y no gubernamentales, entre 
los que se contó con los representantes de la Conferen- 
cia de Derecho Internacional Privado de La Haya y del 
Instituto Interamericano del Niño. 


Fueron tomados como base de la negociación los 
proyectos elaborados en sendas Reuniones de Expertos 
sobre contratos y sobre menores, las que tuvieron lugar 
en Tucson, Estados Unidos de América y en Oaxtepec, 
México, respectivamente. 


Previamente, el Comité Jurídico Interamericano, por 
mandato de la Asamblea General, había elaborado un 
proyecto sobre Ley Aplicable en materia de Contrata- 
ción Internacional y otro sobre Lineamientos Generales 
para un proyecto de Convención Interamericana para la 
Represión del Tráfico Internacional de Menores, los que 
fueron examinados y tenidos en cuenta por las referidas 
Reuniones de Expertos. 


En lo que hace a los textos preparados en materia 
contractual, sirvieron de inspiración, entre otros, la Con- 
vención de Viena sobre contratos de compraventa in- 
ternacional de mercaderías, suscrita en 1980 bajo los 
auspicios de UNCITRAL; la Convención de La Haya 
sobre Ley Aplicable a los Contratos de Compraventa 
Internacional de Mercaderías (La Haya, 1986); la Con- 
vención sobre prescripción en Materia de Compraventa 
Internacional de Mercaderías (Nueva York, 1974) y el 
Protocolo modificativo (Viena, 1980); y, en el ámbito 
de la Unión Europea, el Convenio sobre Ley Aplicable 
a las Obligaciones contractuales (Roma, 1980). 


Se concertaron las siguientes Convenciones: 


Convención Interamericana sobre Derecho Apli- 
cable a los Contratos Internacionales. 


Convención Interamericana sobre Tráfico Inter- 
nacional de Menores. 


10 de Junio de 1998 


10 de Junio de 1998 


Se aprobaron, asimismo, varias Resoluciones, entre 
las que cabe recordar -dada su vinculación con la conti- 
nuidad de la Conferencia- la Resolución CIDIP V/8, 
por la que se solicita a la Asamblea General de la OEA 
la convocatoria de la Sexta Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado y 
se recomienda las materias a incluir en su Temario. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
DERECHO APLICABLE A LOS CONTRATOS 
INTERNACIONALES 


Esta Convención regula la materia contractual inter- 
nacional de acuerdo a las modernas tendencias. Como 
habrá de surgir del examen de sus disposiciones, las 
innovaciones que introduce presentan indudable interés 
práctico en el campo de los negocios internacionales, 
en especial en lo atinente a la autonomía de la voluntad 
y a la previsión de las normas de aplicación inmediata, 
así como otras que a continuación se analizarán. 


I. Ambito de aplicación (Capítulo I) 


El objeto de la Convención consiste en determinar 
el derecho aplicable a los contratos internacionales ci- 
viles y comerciales (artículo 19), entre sujetos privados 
individuales o colectivos (personas jurídicas, socieda- 
des o empresas). 


Abarca los contratos en los que sean parte Estados, 
entidades u organismos estatales, a menos que las Par- 
tes excluyan expresamente en el contrato, todas o algu- 
na de estas categorías. 


Igualmente, cualquier Estado Parte podrá señalar, al 
momento de firmar, ratificar o adherir a la Convención, 
a que clase de contratos aquélla no se aplicará (artículo 
19. 


l.a. La internacionalidad del contrato. Para este 
instrumento, un contrato es internacional cuando las Par- 
tes tienen su residencia habitual o su establecimiento en 
Estados Parte diferentes o si el contrato tiene contactos 
objetivos con más de un Estado Parte. 


Como surge del texto, el contrato debe ser objetiva- 
mente internacional. Entre los posibles parámetros para 
distinguir esta categoría de aquellos contratos cuyos ele- 
mentos se sitúan dentro del ámbito de una sola jurisdic- 
ción interna, la Convención optó por los que se mani- 
fiestan objetivamente; no puede incidir en ellos, por 
tanto, la voluntad de las Partes. 


1.b. Extensión del ámbito. La Convención se apli- 
ca aunque el derecho designado (por las Partes o por la 
propia Convención) sea el de un Estado no Parte de 
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aquélla (artículo 2%). Con similar criterio de ampliar su 
campo de aplicación quedan comprendidas por ésta las 
nuevas modalidades de contratación utilizadas como 
consecuencia del desarrollo del comercio internacional 
(artículo 3%). 


1.c. Exclusiones. La Convención no se aplicará a las 
siguientes materias: a) las cuestiones derivadas del esta- 
do civil de las personas físicas, la capacidad de las Partes 
O las consecuencias de la nulidad o invalidez del contra- 
to que dimanen de la incapacidad de una de las Partes; b) 
las obligaciones contractuales que tuviesen como objeto 
principal cuestiones sucesorias, cuestiones testamentarias, 
regímenes matrimoniales o aquéllas derivadas de rela- 
ciones de familia; c) las obligaciones provenientes de 
títulos de crédito; d) comercialización de títulos en los 
mercados de valores; e) los acuerdos sobre arbitraje o 
sobre elección del foro y f) las cuestiones de derecho 
societario, incluso la existencia, capacidad, funcionamien- 
to y disolución de las sociedades comerciales y de las 
personas jurídicas en general (artículo 5%). 


1.d. Contratos con regulación autónoma. Tampo- 
co se aplicará la Convención a los contratos que tengan 
una regulación autónoma en el derecho convencional 
internacional vinculante de los Estados Parte. 


Habida cuenta de que existen diversos contratos es- 
pecíficos con regulación especial, esta regla tiene la 
virtud de prevenir los conflictos derivados de la coexis- 
tencia de más de un instrumento vigente para las mis- 
mas Partes, en un mismo ámbito material. Respecto de 
las normas señaladas en los textos que prevén la referi- 
da regulación especial no es válido, en consecuencia, 
invocar la voluntad de las Partes ni la consideración de 
los vínculos más estrechos en el sentido dado por la 
Convención. 


2. Determinación del derecho aplicable. (Capítulo ID) 


Señala el artículo 7 que el contrato se rige por el 
derecho elegido por las Partes. 


2.a. Las soluciones autonómicas. Es esta una solu- 
ción novedosa en relación a los textos en vigor para el 
país, la que recoge una línea evolutiva de aceptación 
dominante en materia contractual por el derecho positi- 
vo y la práctica jurisprudencial comparada. La facultad 
de las Partes de escoger la ley que se aplicará a su 
relación contractual, con las características que surgen 
del texto, pone de manifiesto la adopción de una solu- 
ción concordante con la tendencia contemporánea en 
esta materia. 


Recuérdase, no obstante, como se señaló ut supra, 
que la voluntad de las Partes no determina la califica- 
ción de internacionalidad de un contrato, la que se in- 
fiere a partir de elementos objetivos. 


C.S.-315 


316-C.S. 


2.b. Las modalidades de la elección. Cabe a las 
Partes del contrato elegir el derecho aplicable, bien de 
modo expreso o desprenderse en forma evidente de su 
conducta y de las cláusulas contractuales. 


2.c. Ley aplicable y Jurisdicción. La misma dispo- 
sición deja en claro que la selección de un foro (juris- 
dicción) no entraña necesariamente la elección del de- 
recho aplicable. 


Tal precisión obedece a la práctica de algunos Esta- 
dos según la cual ambos planos -ley aplicable y juris- 
dicción- se superponen, sin perjuicio de que se con- 
cuerde en que la regulación de uno y otro tema deben 
guardar la consiguiente independencia. 


2.d. Ley aplicable en subsidio o ante la ineficacia 
de la elegida por las Partes (los vínculos más estre- 
chos). El artículo 9” prevé la hipótesis en las que las 
Partes no hicieron uso de la facultad de elegir el dere- 
cho aplicable, así como las vinculadas a la ineficacia de 
dicha elección. 


En tales casos, el contrato se regirá por el derecho 
del Estado con el cual el contrato tenga los vínculos 
más estrechos. 


La localización del derecho aplicable en el Estado 
con el cual existen los lazos más íntimos es de conoci- 
do recibo, tanto por el sistema de derecho romano o 
europeo continental, de fuente escrita, como por el com- 
mon law, de fuente jurisprudencial. El texto recoge este 
principio, identificando aquellos elementos que debe- 
rán ser tenidos en cuenta: los objetivos y los subjetivos, 
así como los principios generales del derecho comercial 
internacional aceptados por organismos internaciona- 
les. 


Además de aquellos, preceptivamente dispuestos, 
agrega el artículo 10 que se aplicarán “cuando corres- 
ponda”, las normas, las costumbres y los principios del 
derecho comercial internacional, así como los usos y 
prácticas comerciales de general aceptación, con la fi- 
nalidad de realizar las exigencias impuestas por la justi- 
cia y la equidad en la solución del caso concreto. 


Por remisión del artículo 15, lo dispuesto por este 
precepto también se tomará en cuenta en cuestiones 
que atañen a las relaciones entre mandatarios y man- 
dantes -para decidir si un mandatario puede obligar a 
su mandante- así como al vínculo entre los órganos y la 
sociedad o la persona jurídica de la que forman parte 
-para resolver si los órganos pueden obligar a estas 
últimas-. 


2.e. Mutación de la ley aplicable. Las Partes tienen 
la facultad de acordar la sumisión del contrato, total o 
parcialmente, a un derecho distinto de aquel por el que 
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se regía anteriormente, haya sido éste elegido por las 
Partes o no. La modificación no afectará la validez del 
contrato original ni los derechos de terceros (artículo 89). 


2.f. El desmembramiento. El artículo 9, inciso fi- 
nal, recoge la figura del desmembramiento, conocida 
como “depecague”, con el objeto de instrumentar un 
mecanismo de mayor precisión para determinar el dere- 
cho aplicable a través de la identificación de los víncu- 
los más estrechos. Es plausible por ello, a título excep- 
cional, aplicar a la Parte del contrato que fuera separa- 
ble del resto y tuviera una conexión más estrecha con 
otro Estado, la ley de ese Estado a dicho sector del 
contrato. 


La solución adoptada se aparte de la general en el 
área de los contratos contenida en los Tratados de Mon- 
tevideo de Derecho Civil Internacional de 1889 y 1940 
-que opta por un sistema de unidad- y sigue, en el refe- 
rido ámbito normativo los lineamientos que recoge el 
Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional 
de Montevideo de 1940 para el transporte internacio- 
nal. 


2.g. Las normas imperativas (del foro y extranje- 
ras). El artículo 11 prevé las normas de aplicación in- 
mediata (también llamadas imperativas, de policía, ex- 
clusivas, perentorias) o sea aquellas reglas que los Esta- 
dos dictan sobre ciertas cuestiones de particular interés 
general, que no pueden dejar de aplicarse en ningún 
caso. 


Así, establece que las normas imperativas del foro 
se aplicarán necesariamente, no obstante lo previsto en 
las disposiciones que se acaban de reseñar (inciso pri- 
mero); no así las disposiciones imperativas de países 
extranjeros, las que serán de aplicación facultativa (in- 
ciso segundo). 


Concuerda este precepto con los sostenidos por la 
doctrina, en virtud de que la esencia de esta categoría 
de reglas consiste, precisamente, por su naturaleza, en 
su aplicabilidad perentoria, con independencia de cual- 
quier otra previsión, haya sido o no pactada por las 
Partes. 


Trátase por lo general de normas vinculadas al cam- 
po del interés público -cuestiones relativas al desarrollo 
económico, a las inversiones extranjeras, al contralor 
de cambios, a la transferencia de tecnología, etc.- por 
las que el Estado protege ciertas modalidades y estrue- 
turas que estima vitales para sus políticas, predominan- 
temente en la esfera económica, las que son reguladas 
por ello con aquellas características, excluyendo así toda 
otra regulación. 


En lo que hace a la ley aplicable a los contratos, el 
desequilibrio del poder negociador presente en las rela- 
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ciones entre Estados -o sus empresas- con diverso gra- 
do de desarrollo y poder económico, determina la nece- 
sidad de proteger los intereses jurídicos de la parte más 
débil, razón por la cual se limita el principio de la auto- 
nomía de la voluntad y se le somete a las restricciones 
legislativas impuestas, en tal caso, por las disposiciones 
locales imperativas. 


3. Existencia y validez del contrato. (Capítulo MT) 


3.a. Existencia y validez en cuanto al fondo. El 
artículo 13 establece que la ley designada regirá las 
cuestiones relativas a la existencia y validez sustancial 
del consentimiento de las partes respecto de la ley apli- 
cable, si la elección fue legalmente válida. 


Sin embargo, si de conformidad con lo dispuesto en 
dicha ley la elección no fuere válida o para establecer 
que una parte no ha consentido debidamente, será el 
juez quien deberá determinar el derecho aplicable, to- 
mando en consideración la residencia habitual o el esta- 
blecimiento de la parte objetante. 


3.b. Validez del contrato en cuanto a la forma. 
Un contrato celebrado entre personas que se encuentran 
en un mismo Estado será válido, en cuanto a la forma, 
s1 cumple con los requisitos formales establecidos en el 
derecho que rige dicho contrato (en cuanto al fondo) 
según esta Convención o con los fijados en el Estado 
de celebración (artículo 14). 


Siguiendo la solución habitual, la Convención esta- 
blece que regirá, para las formas publicitarias, la ley 
del Estado donde los contratos internacionales deban 
inscribirse o publicarse. Esta disposición se encuentra 
en el Capítulo IV (ámbito del derecho aplicable) artícu- 
lo 16, en virtud de que en el Capítulo III bajo examen 
se prevén las formas desde la perspectiva específica de 
la validez del contrato. 


4. Ambito del derecho aplicable (Capítulo TV) 


El derecho aplicable al contrato según la Conven- 
ción regulará principalmente su interpretación, los de- 
rechos y obligaciones de las partes, la ejecución de las 
obligaciones y las consecuencias del incumplimiento 
del contrato, los diversos modos de extinción de las 
obligaciones, la prescripción y la caducidad, así como 
las consecuencias de la nulidad o invalidez del contrato 
(artículo 14). 


4.a. El reenvío. El artículo 17 excluye el reenvío en 
la aplicación del derecho, precepto que coincide con la 
posición tradicional de la doctrina uruguaya en esta ma- 
teria. En efecto, se interpreta mediante esta regla que, 
cuando la Convención prescriba la aplicación del ““de- 
recho”, deberá entenderse como tal la ley material o 
sustantiva vigente en ese Estado, con exclusión de las 
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normas relativas al conflicto de leyes, propias del Dere- 
cho Internacional Privado formal, cuyo objeto principal 
es determinar cuál es la ley que debe aplicarse. 


4.b. El orden público. De modo similar a las ante- 
riores Convenciones concluidas durante las CIDIP -las 
que reiteran la fórmula de La Haya- el artículo 18 esta- 
blece que el derecho designado por esta Convención 
sólo podrá ser excluido cuando sea manifiestamente con- 
trario al orden público del foro (artículo 18). 


Es oportuno recordar que nuestro país fijó su posi- 
ción respecto del orden público internacional en oca- 
sión de la CIDIP II (Montevideo, 1979), mediante una 
Declaración de alcance general. 


Tr 


Convención Interamericana sobre Tráfico 
Internacional de Menores 


Esta Convención atiende una problemática que a 
nivel regional y mundial ha comenzado a despertar la 
común preocupación de los Gobiernos y organismos 
internacionales. 


1. Aspectos generales 


l.a. Objeto y mecanismos. El objeto de esta Con- 
vención es la prevención y sanción del tráfico interna- 
cional de menores, así como la regulación de los aspec- 
tos civiles y penales del mismo. 


Para hacer posible obtener dicha finalidad, los Esta- 
dos Parte se obligan a asegurar la protección del menor 
en consideración a su interés superior, a instaurar un 
sistema de cooperación jurídica recíproca, así como a 
adoptar normas que coadyuven al propósito de preven- 
ción y sanción del tráfico internacional y a asegurar, 
por ende, la pronta restitución al Estado de su residen- 
cia habitual (artículo 19). 


1.b. Ambito. Dispone el artículo 2* que la Conven- 
ción se aplicará a cualquier menor de 18 años -quien es 
definido como “menor”- que resida habitualmente en 
un Estado Parte o se encuentre en éste al momento en 
que ocurra un acto de tráfico internacional contra aquél. 


Comprenderá los aspectos civiles de la sustracción, 
traslado y retención ilícitos de los menores en la esfera 
internacional, cuando ellos no hayan sido previstos por 
otras Convenciones en la materia (artículo 39). 


En lo que hace a la cooperación impuesta a los Es- 
tados Parte, dicha obligación se extiende a los Estados 
no Parte en relación a la prevención y sanción del tráfi- 
co y a la protección de los menores víctimas del hecho 
ilícito. A esos efectos, los Estados Parte deberán notifi- 
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car a aquellos que no lo son, cuando un menor víctima 
del tráfico internacional se encontrare en su territorio. 


Podrá comprender el reconocimiento y ejecución de 
las sentencias penales dictadas en otro Estado Parte en 
lo relativo a la indemnización de los daños y perjuicios 
derivados del tráfico, cuando medie declaración de los 
Estados Parte, la que podrá ser efectuada al momento de 
la suscripción, ratificación o adhesión a la Convención 
-o con posterioridad- según se establece en el artículo 
23. 


1.c. Definiciones. Establece el artículo 2* que tráfi- 
co internacional de menores significa la sustracción, el 
traslado o la retención -o la tentativa de ellos- con pro- 
pósitos o por medios ilícitos. 


Los propósitos ilícitos incluyen la prostitución, la 
explotación sexual, la servidumbre o cualquier otro pro- 
pósito ilícito, sea en el Estado de residencia habitual o 
en el que el menor se halle localizado. 


Los medios ilícitos abarcan el secuestro, el consen- 
timiento fraudulento o forzado, la entrega o recepción 
de pagos o beneficios ilícitos para obtener el consenti- 
miento o cualquier otro que así se considere en el Esta- 
do de residencia habitual o donde éste se encuentre. 


1.d. Instrumentación y características de la co- 
operación. La cooperación se hará efectiva a través de 
una Autoridad Central, que será designada por cada 
Estado Parte, la que deberá ser comunicada a la Secre- 
taría General de la OEA. 


Según dispone el artículo 6”, se procurará la confi- 
dencialidad de los respectivos procedimientos, estable- 
ciéndose que los Estados Parte velarán por el interés 
del menor. 


2. Aspectos penales (Capítulo II) 


Corresponde señalar que si bien la Convención no 
configura normas de derecho penal directamente apli- 
cables, consagra ciertas definiciones básicas acerca del 
tema, sobre cuya base los Estados Parte se comprome- 
ten a legislar en la materia. 


2.a. Obligaciones de los Estados Parte. El Capítu- 
lo II de la Convención pone de cargo de los Estados 
Parte el compromiso de adoptar medidas eficaces, con- 
forme a su derecho interno, para prevenir y sancionar 
severamente el tráfico internacional de menores defini- 
do en la Convención (artículo 79). 


Asimismo, contraen la obligación de prestarse asis- 
tencia mutua en forma pronta y expedita a través de sus 
Autoridades Centrales, para las diligencias judiciales y 
administrativas, obtención de pruebas y demás actos 
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procesales necesarios para el cumplimiento de los obje- 
tivos de este instrumento. 


También se comprometen a intercambiar informa- 
ción sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácti- 
cas administrativas, estadísticas y modalidades que asu- 
ma el tráfico, así como a remover los obstáculos que 
puedan afectar la aplicación de la Convención en sus 
respectivos Estados (artículo 8"). 


2.b. La competencia internacional. El artículo 9 
establece criterios de competencia internacional para 
conocer en los delitos relativos al tráfico internacional 
de menores en favor: a) del Estado Parte donde tuvo 
lugar la conducta ilícita; b) del Estado Parte de residen- 
cia habitual del menor; c) del Estado Parte en el que se 
hallare el presunto delincuente si éste no fuere extradi- 
tado; y d) del Estado Parte en el que se hallare el menor 
víctima del tráfico. 


La solución expuesta se complementa con la prefe- 
rencia en favor del Estado que primero hubiera conoci- 
do del hecho ilícito. 


2.c. La extradición. La Convención podrá consti- 
tuir fundamento de extradición. Dispone el artículo 10 
que, en relación a los Estados Parte que supeditan la 
extradición a la existencia de un tratado, podrá estimar- 
se aquella como base jurídica para concederla, cuando 
la solicitud se fundara en el tráfico internacional de 
menores. 


Para los países que no condicionan la entrega a un 
instrumento internacional, también constituirá la Con- 
vención fundamento de extradición desde otra perspec- 
tiva, en tanto se prevé que el tráfico será causal de 
extradición entre los Estados Parte. 


Si no existiera un tratado internacional vinculante 
en esta materia, se estará a las condiciones exigibles 
por el derecho interno del Estado requerido. 


2.d. La restitución inmediata. El artículo 11 facul- 
ta a los Estados Parte a ordenar la restitución inmediata 
del menor al Estado de su residencia habitual, sin per- 
juicio de las acciones instauradas conforme a la Con- 
vención. 


3. Aspectos Civiles (Capítulo MI) 


En cuanto a los Aspectos Civiles, se establecen nor- 
mas atinentes a la localización y restitución del menor, 
respecto de las cuales se señalan los mecanismos para 
identificar, tanto a los titulares de la acción como al 
Estado cuyas autoridades tendrán competencia para en- 
tender en la solicitud, así como el procedimiento a se- 
guir. 
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3.a. La solicitud de localización y restitución. Los 
titulares de la acción serán aquéllos que determine el 
derecho del Estado de residencia habitual del menor 
(artículo 12). 


3.b. La competencia internacional. Serán compe- 
tentes para conocer de dicha solicitud -a opción de los 
reclamantes- las autoridades judiciales o administrati- 
vas del Estado Parte en el que el menor resida habitual- 
mente o las del Estado Parte donde aquél se encontrare 
O se presume que se encuentra retenido. En caso de 
urgencia, también lo serán las autoridades del lugar don- 
de se produjo el hecho ilícito (artículo 13). 


3.c. El diligenciamiento de la solicitud. El artículo 
14 prevé que la solicitud de localización y de restitu- 
ción se tramitará por intermedio de las Autoridades Cen- 
trales o directamente ante las autoridades competentes 
señaladas en el artículo 13. 


Recibida la solicitud, las autoridades requeridas -las 
que acordarán los procedimientos más expeditos para 
hacer efectiva la restitución- dispondrán las medidas 
necesarias, de conformidad con su derecho interno, para 
iniciar, facilitar y coadyuvar con los procedimientos ju- 
diciales y administrativos relativos a la solicitud. 


En forma armónica con lo dispuesto en el artículo 
11, el inciso segundo del artículo 14 dispone que se 
adoptarán las medidas para proveer la inmediata resti- 
tución del menor y, si fuere necesario, asegurar su cui- 
dado, custodia o guarda provisional, para impedir que 
pueda ser trasladado indebidamente a otro Estado. 


Se fijan plazos de ciento veinte y ciento ochenta 
días para promover la localización y restitución, según 
se gestione por los titulares de derechos sobre el menor 
o por el Estado, respectivamente. 


En todo caso, las autoridades del Estado Parte don- 
de el menor fuere retenido podrán ordenar la restitu- 
ción en cualquier momento, conforme al interés supe- 
rior de aquel. 


3.d. La cooperación interestatal. El artículo 16 im- 
pone a los Estados Parte que comprueben que en su 
territorio se encuentra un menor víctima del tráfico, la 
obligación de adoptar las medidas necesarias para su 
protección, incluso las de carácter preventivo que impi- 
dan el traslado indebido a otro Estado. Tales medidas 
deberán ser comunicadas por medio de las Autoridades 
Centrales a las competentes del Estado de la anterior 
residencia habitual del menor y de ellas se informará a 
los titulares de la acción. 


Las Autoridades Centrales de los Estados Parte de- 
berán intercambiar información y colaborar con sus au- 


CAMARA DE SENADORES 


toridades competentes judiciales y administrativas, en 
todo lo relativo al control de salida y entrada de meno- 
res a su territorio (artículo 17). 


3.e. Validez de figuras jurídicas vinculadas al trá- 
fico. El artículo 18, que contempla la posibilidad de 
anulación de una adopción u otra figura afín cuando su 
origen o fin fuere el tráfico internacional de menores -y 
fuera producto de una propuesta de la delegación de 
Uruguay- es una de las normas clave de la Convención. 


Como es habitual en esta materia, en la respectiva 
acción de anulación se tendrá en cuenta en todo mo- 
mento el interés superior del menor. 


Serán competentes para entender en ella las autori- 
dades del Estado de constitución de la adopción o insti- 
tución afín, cuya ley será igualmente aplicable. 


Lo dispuesto para la adopción se extiende a la guar- 
da o custodia, cuando tuvieren su origen o fin en el 
tráfico internacional (artículo 19). 


3.f. La acción civil. Esta norma se complementa 
con la que prevé la acción civil por daños y perjuicios 
contra el responsable del tráfico (artículo 21), la que 
podrá instaurarse por los titulares de la acción o por la 
autoridad competente. El inciso tercero faculta a cual- 
quier persona lesionada a entablar acción civil por da- 
ños y perjuicios contra los particulares o las organiza- 
ciones responsables del tráfico internacional del menor. 


3.g. Gratuidad de los procedimientos de restitu- 
ción. Los Estados Parte adoptarán medidas para obte- 
ner la gratuidad de los procedimientos conforme a su 
derecho interno e informarán a las personas con un 
interés legítimo en la restitución, de las defensorías de 
oficio, beneficios de pobreza y similares a que pudieran 
tener derecho (artículo 22). 


3.h. La exención de legalización o formalidades 
similares. La Convención recoge la solución habitual, 
al disponer que estarán exentas del requisito de legali- 
zación o similares, las solicitudes de cooperación tras- 
mitidas por vía diplomática o consular o por intermedio 
de las Autoridades Centrales (artículo 15). 


3.i. Prácticas más favorables y coexistencia con 
otros tratados. Las normas de la Convención no obsta- 
rán a que se lleven a cabo prácticas más favorables para 
cumplir sus objetivos (artículo 27). 


Con finalidad similar, el artículo 32 establece que 
nada de lo estipulado en la Convención se interpretará 
en sentido restrictivo de otros tratados bilaterales o mul- 
tilaterales u otros acuerdos entre las Partes. Esta dispo- 
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sición es coherente con el artículo 3, el que señala, 
como se mencionó ut supra, que la Convención abarca- 
rá los aspectos civiles de la sustracción, etc., “no pre- 
vistos por otras Convenciones internacionales sobre la 
materia”. 


3.j. Las zonas fronterizas. Siguiendo una tenden- 
cia de amplio recibo, la Convención facilita las relacio- 
nes entre los Estados con zonas fronterizas. En este 
sentido, se amplía a estos espacios la exención de lega- 
lización (artículo 15) y se faculta a las autoridades com- 
petentes radicadas en ellas a acordar directamente y en 
cualquier momento, procedimientos de localización y 
restitución más expeditos que los previstos en la Con- 
vención (artículo 27). 


De acuerdo al análisis efectuado y en virtud de que 
tanto uno como otro instrumento internacional constitu- 
yen un conveniente y deseable desarrollo del Derecho 
Internacional privado en su respectivo ámbito, se reco- 
mienda la aprobación legislativa de las Convenciones 
suscritas. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Alvaro Ramos, Didier Opertti, 
Samuel Lichtensztejn, Carlos Pérez del Casti- 
llo. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébanse las Convenciones sus- 
critas por la República durante la Quinta Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacio- 
nal Privado (CIDIP V), que tuvo lugar en ciudad de 
México entre los días 14 y 18 de marzo de 1994, relati- 
vas al Derecho Aplicable a los Contratos Internaciona- 
les y al Tráfico Internacional de Menores. 


Alvaro Ramos, Didier Opertti, Samuel Li- 
chtensztejn, Carlos Pérez del Castillo. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
DERECHO APLICABLE A LOS CONTRATOS 
INTERNACIONALES 


Los Estados Partes de esta Convención, 


REAFIRMANDO su voluntad de continuar el de- 
sarrollo progresivo y la codificación del derecho inter- 
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nacional privado entre Estados miembros de la Organi- 
zación de los Estados Americanos; 


REITERANDO la conveniencia de armonizar las 
soluciones de las cuestiones relativas al comercio inter- 
nacional; 


CONSIDERANDO que la interdependencia econó- 
mica de los Estados ha propiciado la integración regio- 
nal y continental, y que para estimular este proceso es 
necesario facilitar la contratación internacional remo- 
viendo las diferencias que presenta su marco jurídico, 


HAN CONVENIDO aprobar la siguiente Conven- 


ción: 
CAPITULO PRIMERO 
Ambito de aplicación 
Artículo 1” 


Esta Convención determina el derecho aplicable a 
los contratos internacionales. 


Se entenderá que un contrato es internacional si las 
partes del mismo tienen su residencia habitual o su esta- 
blecimiento en Estados Partes diferentes, o si el contrato 
tiene contactos objetivos con más de un Estado Parte. 


Esta Convención se aplicará a contratos celebrados 
o en que sean parte Estados, entidades u organismos 
estatales, a menos que las partes en el contrato la exclu- 
yan expresamente. Sin embargo, cualquier Estado Parte 
podrá declarar en el momento de firmar, ratificar o ad- 
herir a esta Convención que ella no se aplicará a todos 
o a alguna categoría de contratos en los cuales el Esta- 
do o las entidades u organismos estatales sean parte. 


Cualquier Estado Parte podrá, al momento de fir- 
mar, ratificar o adherir a la presente Convención, decla- 
rar a qué clase de contratos no se aplicará la misma. 


Artículo 2" 


El derecho designado por esta Convención se aplica- 
rá aun cuando tal derecho sea el de un Estado no Parte. 


Artículo 3" 


Las normas de esta Convención se aplicarán, con 
las adaptaciones necesarias y posibles, a las nuevas mo- 
dalidades de contratación utilizadas como consecuencia 
del desarrollo comercial internacional. 


Artículo 4* 


Para los efectos de interpretación y aplicación de 
esta Convención, se tendrá en cuenta su carácter inter- 
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nacional y la necesidad de promover la uniformidad de 
su aplicación. 


Artículo 5” 
Esta Convención no determina el derecho aplicable a: 


a) las cuestiones derivadas del estado civil de las per- 
sonas físicas, la capacidad de las partes o las conse- 
cuencias de la nulidad o invalidez del contrato que 
dimanen de la incapacidad de una de las partes; 


b) las obligaciones contractuales que tuviesen como 
objeto principal cuestiones sucesorias, cuestio- 
nes testamentarias, regímenes matrimoniales o 
aquellas derivadas de relaciones de familia; 


c) las obligaciones provenientes de títulos de crédito; 


d) las obligaciones provenientes de la venta, trans- 
ferencia o comercialización de títulos en los mer- 
cados de valores; 


e) los acuerdos sobre arbitraje o elección de foro; 


f) las cuestiones de derecho societario, incluso la 
existencia, capacidad, funcionamiento y disolu- 
ción de las sociedades comerciales y de las per- 
sonas jurídicas en general. 


Artículo 6* 


Las normas de esta Convención no se aplicarán a 
aquellos contratos que tengan una regulación autónoma 
en el derecho convencional internacional vigente entre 
los Estados Partes de esta Convención. 


CAPITULO SEGUNDO 
Determinación del derecho aplicable 
Artículo 7” 


El contrato se rige por el derecho elegido por las 
partes. El acuerdo de las partes sobre esta elección debe 
ser expreso o, en caso de ausencia de acuerdo expreso, 
debe desprenderse en forma evidente de la conducta de 
las partes y de las cláusulas contractuales, consideradas 
en su conjunto. Dicha elección podrá referirse a la tota- 
lidad del contrato o a una parte del mismo. 


La selección de un determinado foro por las partes no 
entraña necesariamente la elección del derecho aplicable. 


Artículo 8* 


En cualquier momento, las partes podrán acordar 
que el contrato quede sometido en todo o en parte a un 
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derecho distinto de aquel por el que se regía anterior- 
mente, haya sido o no éste elegido por las partes. Sin 
embargo, dicha modificación no afectará la validez for- 
mal del contrato original ni los derechos de terceros. 


Artículo 9* 


Si las partes no hubieran elegido el derecho aplica- 
ble, o si su elección resultara ineficaz, el contrato se 
regirá por el derecho del Estado con el cual tenga los 
vínculos más estrechos. 


El tribunal tomará en cuenta todos los elementos 
objetivos y subjetivos que se desprendan del contrato 
para determinar el derecho del Estado con el cual tiene 
vínculos más estrechos. También tomará en cuenta los 
principios generales del derecho comercial internacio- 
nal aceptados por organismos internacionales. 


No obstante, si una parte del contrato fuera separa- 
ble del resto del contrato y tuviese una conexión más 
estrecha con otro Estado, podrá aplicarse, a título ex- 
cepcional, la ley de este otro Estado a esta parte del 
contrato. 


Artículo 10 


Además de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
se aplicarán, cuando corresponda, las normas, las cos- 
tumbres y los principios del derecho comercial interna- 
cional, así como los usos y prácticas comerciales de 
general aceptación con la finalidad de realizar las exi- 
gencias impuestas por la justicia y la equidad en la 
solución del caso concreto. 


Artículo 11 


No obstante lo previsto en los artículos anteriores, 
se aplicarán necesariamente las disposiciones del dere- 
cho del foro cuando tengan carácter imperativo. 


Será discreción del foro, cuando lo considere perti- 
nente, aplicar las disposiciones imperativas del derecho 
de otro Estado con el cual el contrato tenga vínculos 
estrechos. 


CAPITULO TERCERO 
Existencia y validez del contrato 
Artículo 12 


La existencia y la validez del contrato o de cual- 
quiera de sus disposiciones, así como la validez sustan- 
cial del consentimiento de las partes respecto a la elec- 
ción del derecho aplicable, se regirán por la norma que 
corresponda conforme a esta Convención de acuerdo 
con los términos de su Capítulo Segundo. 
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Sin embargo, para establecer que una parte no ha 
consentido debidamente, el juez deberá determinar el 
derecho aplicable tomando en consideración la residen- 
cia habitual o el establecimiento de dicha parte. 


Artículo 13 


Un contrato celebrado entre partes que se encuen- 
tren en el mismo Estado será valido, en cuanto a la 
forma, si cumple con los requisitos establecidos en el 
derecho que rige dicho contrato según esta Convención 
o con los fijados en el derecho del Estado en que se 
celebre o con el derecho del lugar de su ejecución. 


Si las personas se encuentran en Estados distintos 
en el momento de la celebración del contrato, éste será 
válido en cuanto a la forma si cumple con los requisitos 
establecidos en el derecho que rige según esta Conven- 
ción en cuanto al fondo o con los del derecho de uno de 
los Estados en que se celebra o con el derecho del lugar 
de su ejecución. 


CAPITULO CUARTO 
Ambito del derecho aplicable 
Artículo 14 


El derecho aplicable al contrato en virtud de lo dis- 
puesto en el Capítulo Segundo de esta Convención re- 
gulará principalmente: 


a) su interpretación; 
b) los derechos y las obligaciones de las partes; 


c) la ejecución de las obligaciones que establece y 
las consecuencias del incumplimiento del con- 
trato, comprendiendo la evaluación del daño en 
la medida que pueda determinar el pago de una 
indemnización compensatoria; 


d) los diversos modos de extinción de las obliga- 
ciones, incluso la prescripción y caducidad de 
las acciones; 


e) las consecuencias de la nulidad o invalidez del 
contrato. 


Artículo 15 


Lo dispuesto en el artículo 10 se tomará en cuenta 
para decidir la cuestión acerca de si un mandatario pue- 
de obligar a su mandante o un órgano a una sociedad o 
a una persona jurídica. 
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Artículo 16 


El derecho del Estado donde deban inscribirse o 
publicarse los contratos internacionales regulará todas 
las materias concernientes a la publicidad de aquéllos. 


Artículo 17 


Para los efectos de esta Convención se entenderá 
por “derecho” el vigente en un Estado, con exclusión 
de sus normas relativas al conflicto de leyes. 


Artículo 18 


El derecho designado por esta Convención sólo po- 
drá ser excluido cuando sea manifiestamente contrario 
al orden público del foro. 


CAPITULO QUINTO 
Disposiciones generales 
Artículo 19 


Las disposiciones de esta Convención se aplicarán 
en un Estado parte a los contratos concluidos después 
de su entrada en vigor en ese Estado Parte. 


Artículo 20 


Esta Convención no afectará la aplicación de otros 
convenios internacionales que contengan normas sobre 
el mismo objeto en los que un Estado Parte de esta 
Convención es o llegue a ser parte, cuando se celebren 
dentro del marco de los procesos de integración. 


Artículo 21 


En el momento de firmar, ratificar a adherir a esta 
Convención, los Estados podrán formular reservas que 
versen sobre una o más disposiciones específicas y que 
no sean incompatibles con el objeto y fin de esta Con- 
vención. 


Un Estado Parte podrá retirar en cualquier momento 
la reserva que haya formulado. El efecto de la reserva 
cesará el primer día del tercer mes calendario siguiente 
a la fecha de notificación del retiro. 


Artículo 22 


Respecto a un Estado que tenga en cuestiones trata- 
das en la presente Convención dos o más sistemas jurí- 
dicos aplicables en unidades territoriales diferentes: a) 
cualquier referencia al derecho del Estado contempla el 
derecho en la correspondiente unidad territorial; b) cual- 
quier referencia a la residencia habitual o al estableci- 
miento en el Estado se entenderá referida a la residen- 
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cia habitual o al establecimiento en una unidad territo- 
rial del Estado. 


Artículo 23 


Un Estado compuesto de diferentes unidades terri- 
toriales que tengan sus propios sistemas jurídicos en 
cuestiones tratadas en la presente Convención no estará 
obligado a aplicar las normas de esta Convención a los 
conflictos que surjan entre los sistemas jurídicos vigen- 
tes en dichas unidades territoriales. 


Artículo 24 


Los Estados que tengan dos o más unidades territo- 
riales en las que se apliquen sistemas jurídicos diferen- 
tes en cuestiones tratadas en la presente Convención 
podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación 
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus 
unidades territoriales o solamente a una o más de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas median- 
te declaraciones ulteriores, que especificarán expresa- 
mente la o las unidades territoriales a las que se aplica- 
rá la presente Convención. Dichas declaraciones ulte- 
riores se transmitirán a la Secretaría General de la Or- 
ganización de los Estados Americanos y surtirán efecto 
noventa días después de recibidas. 


CAPITULO SEXTO 
Cláusulas finales 
Artículo 25 


Esta Convención está abierta a la firma de los Estados 
miembros de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 26 


Esta Convención está sujeta a ratificación. Los ins- 
trumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 27 


Esta Convención quedará abierta a la adhesión de 
cualquier otro Estado después que haya entrado en vi- 
gencia. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 


Artículo 28 


Esta Convención entrará en vigor para los Estados 
ratificantes el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el segundo instrumento de ratifi- 
cación. 
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Para cada Estado que ratifique esta Convención o se 
adhiera a ella después de haber sido depositado el se- 
gundo instrumento de ratificación, la Convención en- 
trará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratifi- 
cación o adhesión. 


Artículo 29 


Esta Convención regirá indefinidamente, pero cual- 
quiera de los Estados partes podrá denunciarla. El ins- 
trumento de denuncia será depositado en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de 
depósito del instrumento de denuncia, la Convención 
cesará en sus efectos para el Estado denunciante. 


Artículo 30 


El instrumento original de esta Convención, cuyos 
textos en español, francés, inglés y portugués son igual- 
mente auténticos, será depositado en la Secretaría Ge- 
neral de la Organización de los Estados Americanos, la 
que enviará copia auténtica de su texto para su registro 
y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, 
de conformidad con el artículo 102 de su Carta consti- 
tutiva. La Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos notificará a los Estados miembros 
de dicha Organización y a los Estados que hayan adhe- 
rido a la Convención, las firmas, los depósitos de ins- 
trumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como 
las reservas que hubiera y el retiro de las últimas. 


EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios infras- 
critos, debidamente autorizados por sus respectivos Go- 
biernos, firman esta Convención. 


HECHO EN LA CIUDAD DE MEXICO, D.F., 
MÉXICO, el día diecisiete de marzo de mil novecien- 
tos noventa y cuatro.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR GARGANO. - En el día de ayer planteamos que la 
Comisión de Asuntos Internacionales se pronunciara nueva- 
mente sobre este punto. Sin embargo, en el día de hoy vuelve 


a figurar en el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Al final de la sesión pasada la 
Mesa se comprometió a realizar una investigación sobre la 
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incorporación de este punto en el orden del día para su trata- 
miento. En ese sentido, la Presidencia quiere poner en conoci- 
miento de los señores Senadores acerca del trámite seguido y 
la razón de la nueva inclusión de este asunto en el orden del 
día. 


Según se ha podido constatar, el 23 de mayo de 1995 el 
Poder Ejecutivo remitió un Mensaje que contenía un proyecto 
de ley por el que se aprobaban dos Convenciones: la Conven- 
ción Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores y 
la Convención Interamericana sobre Derecho Aplicable a los 
Contratos Internacionales. Con fecha 4 de junio de 1996 el 
Senado resolvió postergar la consideración del proyecto de 
ley, dividiéndose en dos iniciativas. A su vez, el 17 de setiem- 
bre de 1996 quedó aprobado el proyecto de ley relativo a la 
Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Me- 
nores y se postergó la consideración del proyecto de ley referi- 
do a la Convención Interamericana sobre Derecho Aplicable a 
los Contratos Internacionales. El 10 de octubre del mismo año 
comenzó la discusión general de esta iniciativa con un inter- 
vención del señor Senador Mallo. Posteriormente, el Senado 
decidió que el punto volviera a estudio de la Comisión de 
Asuntos Internacionales. Con fecha 27 de agosto de 1997, la 
Cámara de Representantes comunicó la sanción del primero de 
los dos proyectos -es decir el que refiere al Tráfico Internacio- 
nal de Menores- y el 9 de setiembre el Poder Ejecutivo comu- 
nicó su promulgación, convirtiéndose en la Ley N* 16.860. 


Por su parte, en mayo de 1998 la Comisión de Asuntos 
Internacionales aprueba el proyecto de ley sobre la Conven- 
ción Interamericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos 
Internacionales, designando como Miembro Informante al se- 
ñor Senador Millor. El 1” de junio la Dirección General de 
Comisiones eleva el proyecto de ley aprobado en Comisión y 
la Secretaría del Senado lo incluye en el orden del día. En las 
páginas 13 a 18 del Repartido N* 648 de junio de 1998 figura 
la Convención Internacional sobre el Tráfico Internacional de 
Menores correspondiente al proyecto de ley que hoy es ley por 
cuanto, por el Reglamento, es obligación entregar copia fiel 
del Mensaje remitido por el Poder Ejecutivo. Entonces, como 
el Mensaje incluía en una primera instancia a las dos Conven- 
ciones, la copia fiel debía incluir ambos antecedentes. 


Esto con relación a las dos consultas formuladas en el día 
de ayer, sobre las que la Mesa se comprometió a informar en 
esta sesión. 


Ahora bien; tenemos el informe de Comisión y se ha de- 
signado un Miembro Informante; por lo cual entendimos que 
este punto debía incorporarse en el orden del día de esta se- 
sión. Naturalmente, el Cuerpo está en pleno derecho a devol- 
verlo a Comisión. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR GARGANO. - En la penúltima sesión, el Cuerpo 
había decidido devolver el proyecto de ley relativo a la Con- 
vención Interamericana sobre Derecho Aplicable a los Contra- 
tos Internacionales a la Comisión de Asuntos Internacionales 
para que este tema se volviera a discutir, en virtud de las 
inquietudes vertidas en Sala. Ese planteo fue formulado en 
primera instancia por el señor Senador Mallo y así se votó 
expresamente, por lo que debemos esperar un nuevo estudio 
por parte de la Comisión. Sin perjuicio de que ya se había 
informado, cabe aclarar que el informe refiere a los dos pro- 
yectos de ley. 


Por esta razón, la Comisión debe tomar conocimiento de 
que en el Cuerpo hubo diferencias en torno a la sanción del 
proyecto de ley relativo a la Convención Interamericana sobre 
Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales, y de que 
no tiene que expedirse sobre el que refiere al tráfico interna- 
cional de menores porque éste ya se promulgó. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - En el día de ayer había formulado 
un planteo que tenía que ver con una resolución que había 
tomado el Cuerpo hace un año y medio en el sentido de que el 
tema pasara nuevamente a Comisión. Esto se fundamentaba en 
el hecho de que el proyecto de ley implicaba prácticamente un 
cambio total en materia internacional privada del concepto de 
qué ley debe regir los contratos. Nuestro país ha seguido siem- 
pre la tesis del lugar de la ejecución, lo cual altera totalmente 
la posibilidad de designar, por acuerdo de partes, el derecho 
que va a regir por el solo hecho de la internacionalidad del 
contrato. 


Quiere decir que bastaría con que se hiciera un contrato de 
arrendamiento en Buenos Aires o en Concordia, para que se 
elija automáticamente el Derecho aplicable -puede ser el de 
Egipto o el de Inglaterra- por las partes, ya que sería interna- 
cional y, en este caso, se sustituye el lugar de ejecución por lo 
que acuerden las partes. 


Este tema ya se había planteado y nos había parecido que 
eso no se podía hacer sin efectuar, al menos, una consulta con 
las Cátedras de Derecho Civil y de Derecho Internacional Pri- 
vado, porque ello implicaba modificar un Capítulo del Apén- 
dice del Código Civil, que viene rigiendo desde siempre. 


En su oportunidad, el señor Senador Mallo había abundado 
en fundamentos en el mismo sentido; incluso, el señor Sena- 
dor Ricaldoni consideró en esa sesión que era necesario con- 
sultar al Ministerio de Relaciones Exteriores, pues el tema se 
vinculaba a una Conferencia internacional, y su opinión no 
había sido escuchada. 


La Comisión sólo había adoptado una resolución en el mar- 
co de sus competencias, sin el aporte de las Cátedras respecti- 
vas en un tema que era, indudablemente, de técnica jurídica, y 
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esta Convención introduce cambios muy trascendentes a los 
efectos de la regulación de los contratos; incluso, afecta el 
campo de soberanía del derecho sobre los contratos. Ello mo- 
tivó que el asunto pasara a Comisión. 


Es verdad que ahora hay un informe, pero se refiere a dos 
temas; además, no se tomó ninguna cautela de que, reitero, se 
aportaran elementos de información, hecho que había motiva- 
do su pasaje a Comisión, según resolución adoptada por 21 
votos en 21 presentes. Precisamente, los argumentos que estu- 
vieron en juego era que esta Convención revestía característi- 
cas muy especiales. 


Deseo aclarar que no hubo error por parte de la Secretaría, 
en el sentido de que efectivamente había un informe y de que 
se elevó correctamente. Lo que planteamos es que esta situa- 
ción altera una decisión que el Cuerpo había tomado, porque 
se consideraba importante dotar al asunto de la información 
técnica, ya que mañana las Cátedras pueden decir que hemos 
introducido modificaciones sin tomar en cuenta su aporte téc- 
nico ni el del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Aclaro que no estamos atacando el funcionamiento de la 
Comisión ni tampoco decimos que no se haya efectuado un 
informe, sino que, simplemente, queremos recordar que se ha- 
bía aprobado la devolución del tema a Comisión por los as- 
pectos que hemos mencionado, que siguen manteniendo la 
misma importancia que revestían cuando se realizó el planteo 
inicial por parte de varios Legisladores. 


Concretamente, esto era lo que quería precisar, señor Pre- 
sidente, dejando en claro que no existió ningún error, porque 
el tema estaba en condiciones de venir al Cuerpo. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: voy a hacer algunas 
puntualizaciones. 


Con respecto a la exposición muy acertada y correcta que 
hizo el señor Presidente acerca de cuál fue el proceso del 
tratamiento de este tema, quiero decir lo siguiente. 


Cabe recordar que la Conferencia fue una sola, y la misma 
delegación uruguaya participó en el tratamiento de ambas Con- 
venciones. Á esto agregaría que el asunto me fue entregado tal 
como vino del Poder Ejecutivo, el 10 de agosto de 1995. En 
esa oportunidad -es decir, la primera- la Comisión incluyó en 
el mismo informe las dos Convenciones, el que fuera aproba- 
do por unanimidad el 23 de mayo de 1996. Cuando el tema 
fue considerado en este Cuerpo, se planteó la conveniencia de 
que las Convenciones se analizaran por separado. Luego de 
una breve discusión, se aceptó ese planteamiento y se desglo- 
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saron ambas Convenciones: la relativa al tráfico de menores 
fue aprobada, y la otra retornó a Comisión. 


Debo señalar que continúo siendo Miembro Informante del 
tema de la Convención desglosada y que presentamos el infor- 
me el 17 de setiembre del año pasado -es el que luce en el 
Repartido- resultando aprobado por unanimidad en el seno de 
la Comisión, con la firma de quien habla -discúlpeseme por 
nombrarme en primer término- y de los señores Senadores 
Gonzalo Fernández, Carlos Garat, Rafael Michelini, Carlos 
Julio Pereyra y Américo Ricaldoni. 


Pediría a los señores Senadores que repasaran el breve in- 
forme que redactamos, pues no se refiere a las dos Convencio- 
nes; solamente en el literal B), del numeral tres, se hace una 
pequeña referencia a lo que se trató en esa Conferencia. 


Si me permiten, voy a leer el informe, porque es muy 
breve. Dice: “La Comisión de Asuntos Internacionales, acon- 
seja la aprobación del adjunto proyecto de ley enviado por el 
Poder Ejecutivo, respecto de la Convención suscrita por la 
República, durante la Quinta Conferencia Especializada Inte- 
ramericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP V), 
que tuvo lugar en ciudad de México, el día 17 de marzo de 
1994, relativa al Derecho Aplicable a los Contratos Internacio- 
nales. 


1. La Conferencia fue convocada por la Asamblea General 
de la Organización de Estados Americanos mediante Resolu- 
ción 1024 de 18 de noviembre de 1989. 


2. La República estuvo representada por una delegación 
técnica integrada por profesores de Derecho Internacional Pri- 
vado, presidida por el doctor Opertti, Profesor Titular de la 
materia. 


3. El temario a tratar fue el siguiente: 
A) Ley aplicable a la Contratación Internacional; 


B) Aspectos Civiles y Penales del Tráfico de Menores;”. 
Precisamente, esta es la única mención que se realiza en el 
informe a lo que ya fue aprobado en la otra Convención. No 
tenemos otra posibilidad que citarlo, porque en el informe 
debemos decir de qué se habló en esa Conferencia. 


Continúo con la lectura: “C) Aspectos Jurídicos de Dere- 
cho Internacional Privado concernientes a los Contratos de 
Transferencia de Tecnología. 


4. El Comité Jurídico Interamericano había elaborado pro- 
yectos sobre las mencionadas Convenciones, los cuales, previa- 
mente, fueron examinados en varias Reuniones de Expertos. 


5. En lo que dice relación con la materia contractual” -que 
es este informe de la Convención que estamos analizando en 
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esta sesión- “se tuvieron en cuenta, entre otros, la Convención 
de Viena sobre contratos de compraventa de mercaderías, sus- 
crita en 1980, la Convención de La Haya sobre Ley Aplicable 
a los Contratos de Mercaderías en el campo de la Compraven- 
ta Internacional, etc. 


6. La Convención Interamericana sobre Derecho Aplicable 
a los Contratos Internacionales, regula la materia contractual 
internacional de acuerdo a las modernas tendencias. Las inno- 
vaciones que introduce presentan indudable interés práctico en 
el campo de los negocios internacionales, en especial en lo 
atinente a la autonomía de la voluntad y a la previsión de las 
normas de aplicación inmediata”. 


Como puede observarse, señor Presidente, este informe ver- 
sa sobre la Convención que hoy estamos discutiendo. Hay una 
mención de un renglón de la otra que ya aprobamos, es decir, 
la que refiere al tráfico de menores porque, reitero, en el infor- 
me tenemos que indicar de qué se habló en dicha Conferencia. 
La ampliación de este informe implicaría entrar a reiterar el 
extenso informe que acompaña el Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo que sobre esta Convención, va desde la página 5 hasta la 
12 inclusive; precisamente, en la 13 comienza el informe del 
Poder Ejecutivo sobre la Convención Interamericana sobre el 
Tráfico Internacional de Menores. 


Confieso que no tengo ningún inconveniente en hacer un 
informe más amplio, pero éste ya se votó dos veces por unani- 
midad: primero, cuando se aprobó el total del contenido de la 
Conferencia, en donde venían las dos Convenciones, y se des- 
glosó; segundo, cuando se votó en Comisión lo que tiene rela- 
ción con la materia contractual. Francamente, no sé qué tipo 
de ampliación se nos solicita, porque ya hubo dos votaciones 
y dos informes. 


Reitero que si lo que se quiere es un informe más amplio, 
nos limitaremos a tratar de resumir el ya extenso y completo 
informe que el Poder Ejecutivo remitió cuando envió el pro- 
yecto de ley. 


Es lo que quería señalar, pero recalco que este informe se 
refiere a la materia contractual, y fue votado por unanimidad 
en la Comisión de Asuntos Internacionales y firmado por sus 
miembros el 14 de mayo de este año. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia entiende que, exis- 
tiendo un informe de Comisión elevado a la Mesa y habiendo 
revisado rápidamente la versión taquigráfica de la sesión a la 
que se hizo referencia anteriormente, en este momento corres- 
ponde que la Comisión presente su informe o, si es el que 
básicamente ya ha realizado, que el Senado considere el pro- 
yecto a partir de dicho informe. Ahora bien; si el Senado 
considera que este proyecto de ley debe regresar a Comisión 
para cumplir otro trámite, obviamente, lo puede hacer. En caso 
contrario, si no hay moción en ese sentido, correspondería 
proceder a su consideración. 
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SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Hago moción para que el proyecto 
pase a Comisión, a fin de dar cumplimiento a lo que había 
resuelto el Cuerpo, es decir, obtener la información y los apor- 
tes de las Cátedras mencionadas y del Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores. No estamos objetando el informe, pero como 
no se cumplió una instancia que el propio Senado había consi- 
derado imprescindible, solicitamos que este tema pase nueva- 
mente a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería que el Senado 
se expida sobre la moción que presentó el señor Senador 
Sarthou. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De manera que el proyecto vuelve a Comisión para que allí 
se recaben las opiniones solicitadas por el Senado. 


7) PROFESOR JORGE CHEBATAROFF 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en décimo término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se designa con el nombre “Profesor Jorge Che- 
bataroff” al Liceo N* 50 del departamento de Montevideo. 
(Carp. N* 1005/98 - Rep. N* 653/98)”. 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 1005/98 
Rep. N* 653/98 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 17 de marzo de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Alto Cuerpo con el fin de someter a su conside- 
ración el Proyecto de Ley que se acompaña por el 
cual se designa con el nombre de “Profesor Jorge 
Chebataroff” al Liceo N* 50 del Departamento de 
Montevideo. 


La propuesta efectuada por docentes de distintos ni- 
veles de la enseñanza, cuenta con el informe favorable 
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de las autoridades de la Administración Nacional de 
Educación Pública. 


Jorge Chebataroff, nació el 8 de marzo de 1909 en 
Rusia (cercanías del Monte Kazbek, Cáucaso). Emigra 
al Uruguay con sus padres y un hermano en 1913, radi- 
cándose entre los 4 y 8 años en el Departamento de 
Flores y posteriormente en Montevideo, donde fallece 
el 18 de marzo de 1984. 


Licenciado y profesor de Geografía Jorge Chebata- 
roff pasó su niñez en el Cerro y desarrolló una proficua 
labor docente en el campo de la Geografía y la Botáni- 
ca de nuestro país. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente y por 
su intermedio a los demás miembros de ese Alto Cuer- 
po con su mayor consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA. Samuel Lichtenstejn. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Desígnase con el nombre de Profesor 
Jorge Chebataroff al Liceo N” 50 del Departamento de 
Montevideo. 


Art. 2”. - Comuníquese, publíquese, archívese. 
Samuel Lichtensztejn.” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Esta propuesta, efectuada por do- 
centes de los distintos niveles de enseñanza, cuenta con infor- 
me favorable del CODICEN. 


El profesor Chebataroff fue un hijo de inmigrantes, como 
lo fue él mismo, ya que llegó al país siendo niño. Además de 
dibujante, fue un destacado botánico y geógrafo y, curiosa- 
mente, en las dos ramas científicas fue un autodidacta. Como 
botánico, fue el descubridor de especies exclusivas del país y 
otras de localización específica en nuestro medio. Como geó- 
grafo, mereció el título de Licenciado de la Facultad de Huma- 
nidades y Ciencias. 


Por encima de todo, fue docente y ejerció en Secundaria, 
en preparatorios, en el Instituto Magisterial, en la UTU y en 
instituciones privadas. Fue un comunicador verbal y también 
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se destacó en el trabajo escrito. Fue autor de veintidós texto de 
geografía para Primaria y Secundaria y es recordado, funda- 
mentalmente, su texto “Tierra Uruguaya”. Fuera de fronteras, 
publicó también en Argentina, España y Brasil, generalmente, 
dando a conocer la geografía del Uruguay. Asimismo, fue 
divulgador del Uruguay en simposios en Argentina, Brasil, 
Venezuela, Inglaterra, Escocia, Francia e Italia. Sistemática- 
mente hizo conocer al Uruguay y convocó, como dijo el pro- 
fesor Daragnes, en oportunidad de un homenaje que se le tri- 
butara al profesor Chebataroff, a destacados científicos para 
que vinieran al país. 


El profesor Jorge Chebataroff vivió medio siglo en el Ce- 
rro, lo cual hace doblemente pertinente que el Liceo N* 50 de 
ese barrio lleve su nombre. Además, dicha construcción se 
encuentra al final de la calle que se llama, precisamente, Jorge 
Chebataroff. 


La Comisión de Educación y Cultura propone, por unani- 
midad, que se apruebe el proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo que cuenta, como dijimos al principio, con la apro- 
bación del CODICEN. 


SEÑOR SEGOVIA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA. - Tuve oportunidad de trabajar junto 
al profesor Jorge Chebataroff, desde el punto de vista topográ- 
fico, geológico y arqueológico, en sus investigaciones en la 
zona norte del país, fundamentalmente, en el departamento de 
Artigas. Allí fueron proverbialmente importantes sus estudios 
arqueológicos y geológicos de “El Catalán” rescatando los per- 
files geológicos de la zona -poco investigados hasta entonces- 
y los restos arqueológicos de colectividades indígenas en nues- 
tro país. 


La labor desarrollada por el profesor Jorge Chebataroff 
como docente y como estudioso, lo sindica como un ciudada- 
no ilustre del país, a pesar de no haber nacido en el territorio 
nacional. 


Creo firmemente que la designación que se propone reviste 
carácter trascendente, ya que valora la trayectoria que tuvo en 
nuestro país como técnico, como geólogo y como arqueólogo. 
Asimismo, dejó una escuela de trabajo que ha ido trascendien- 
do en el tiempo y una vez que se cree una Comisión Científico 
Técnica en esta Cámara, las nuevas técnicas que manejadas 
por el profesor Jorge Chebataroff, seguramente serán tenidas 
en cuenta. 


Reitero que se trata de una figura de real importancia para 
el trabajo arqueológico en el país. Me congratulo entonces de 
votar favorablemente el proyecto de ley propuesto. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR MALLO. - Voy a votar favorablemente el proyec- 
to de ley, pero insistiendo en la constancia que ya hice en otra 
ocasión, en el sentido de que este es un acto administrativo 
que no le compete al Poder Legislativo y no tiene por qué 
tener la forma de ley. Si se considera que se trata de un honor 
público a los grandes servicios, en ese caso sí podría tener la 
forma de ley. 


Vuelvo a reiterar lo que manifesté en otra oportunidad: 
cuando se puso a un Liceo el nombre de José Enrique Rodó, 
se hizo a través de un acto administrativo; cuando se hizo lo 
propio con el Liceo Héctor Miranda, también se actuó de la 
misma forma. 


En el orden normativo hay diversas clases de honores. Aquí 
se votan los honores públicos a los grandes servicios, pero hay 
otro tipo de honores. Cuando a José Pedro Ramírez se le 
negaron los honores nacionales, el Senado lo veló en su Re- 
cinto, y supongo que todos consideramos que eso es un ho- 
nor. Cuando el Poder Ejecutivo vetó los honores que la Asam- 
blea General había decretado a Julio Herrera y Obes, ya esta- 
ba siendo velado en el Cabildo, es decir, en el Recinto de la 
Asamblea General, por lo que se le había tributado un honor. 
La Ley Orgánica Municipal permite que por decisión de la 
autoridad municipal se erijan estatuas en los lugares públi- 
cos, lo que creo es un honor mucho más significativo, y 
tampoco se hace por ley. 


Dado que hay posición dominante en el Senado o en el 
Parlamento de que todos los nombres de las escuelas, de los 
cuarteles, etcétera, se dictan por ley, no quiero que quede un 
voto contrario de mi parte, con relación a una persona cuyos 
méritos comparto totalmente, en virtud de que sus aportes 
científicos han sido de una singular valía en el Uruguay. No 
obstante, considero que este es un acto administrativo que 
perfectamente podría haber dictado el CODICEN, como lo 
hacía hace cincuenta o sesenta años, cuando ponía directa- 
mente los nombres. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
Léase el Artículo Unico. 
(Se lee:) 
“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre 
de Profesor Jorge Chebataroff el Liceo N* 50 del depar- 


tamento de Montevideo.” 


-En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado). 


S) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESIGNAR FISCAL LETRADO NACIONAL 
EN LO CIVIL DE 12* TURNO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a considerar 
el asunto que figura en 11 término del orden del día. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: mociono para 
que este punto se pase al orden del día de la sesión del martes 
próximo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presen- 
tada. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA CONFERIR ASCENSO AL GRADO DE CO- 
RONEL DEL EJERCITO A UN SEÑOR TENIENTE 
CORONEL 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a sesión se- 
creta para considerar el asunto que figura en 12 lugar del 
orden del día. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 2 minutos) 


(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 3 minutos.) 

-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 

SEÑOR SECRETARIO (Lic. Jorge Moreira Parsons). - El 
Senado, en sesión secreta, resolvió conceder venia al Poder 


Ejecutivo para conferir ascenso al grado de Coronel del Ejér- 
cito al Teniente Coronel don Lino R. Leites. 


10 de Junio de 1998 


CAMARA DE SENADORES 


10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos a con- 
siderar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 17 y 3 minutos, presidiendo el Li- 
cenciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los 
señores Senadores Arismendi, Bergstein, Brezzo, Cid, 
Couriel, Dalmás, Gandini, Garat, García Costa, Gargano, 
Hualde, Korzeniak, Mallo, Millor, Pais, Pereyra, Ricaldo- 
ni, Sanabria, Santoro, Segovia y Virgili). 
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